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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señora Representante Daniela Payssé. 


MIEMBROS: Señores Representantes Cecilia Bottino, Carlos Coitiño, Gustavo A. Espinosa, María Elena 
Laurnaga, Jorge Pozzi y Verónica Pumar. 


INVITADOS: Por CONAPEES, licenciado Luis Purtscher, Presidente; doctora Teresita Llavata, 
representante del Ministerio de Turismo y Deporte; licenciada en trabajo social Cristina 
Prego Tramuja, representante de la Organización Nacional de ONGs "El Abrojo"; y 
doctora Milka Da Cunha, Consultora Jurídica. 


SEÑORA PRESIDENTA (Payssé).- Habiendo número, está abierta la reunión. 
El primer punto del orden del día es la elección del Vicepresidente. 

SEÑOR ESPINOSA.- Propongo que este asunto se posponga. 

SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar lo propuesto. 


(Se vota) 


Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


SEÑOR COITIÑO.- Quisiera saber si el Ministerio de Defensa Nacional dio alguna respuesta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Estamos realizando las gestiones para que la reunión con el Ministerio sea 
el día 17. 


(Ingresa a Sala una delegación del Conapees) 


La Comisión da la bienvenida a la delegación del Comité Nacional para la Erradicación de la 
Explotación Sexual Comercial y no Comercial de Niños, Niñas y Adolescentes -Conapees-, integrada por el 
licenciado Luis Purtscher -Presidente-, por la doctora Teresita Llavata -representante del Ministerio de 
Turismo y Deporte-, por la licenciada Cristina Prego Tramuja -representante de la Organización Nacional de 
ONG:-, y por la consultora jurídica, doctora Milka Da Cunha. 


SEÑOR POZZI.- Simplemente quiero disculparme porque me tengo que retirar. Estaba previsto que 
esta reunión se realizara antes. Debo presidir la Comisión de Transporte, Comunicaciones y Obras 
Públicas, que está tratando el conflicto de Copsa. Luego leeré la versión taquigráfica. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Queremos trasmitir nuestra preocupación -que obviamente compartimos- 
no solo por los hechos de pública notoriedad en cuanto a la resolución de un Tribunal de Apelaciones, 
que es un poder independiente del Estado, sino también por algo que tiene profundas raíces en los 
trabajos que desarrolla el Comité que ustedes integran y que es de estricta competencia de nuestra 
Comisión. 


Me parece que esta es una instancia más que válida para realizar un intercambio -no es el primero que hemos 
tenido- en la dirección de juntar miradas sobre este tema, que no solo es coyuntural debido a lo que planteé 
anteriormente, sino que se está dando con frecuencia, para ver si el marco legislativo que tenemos realmente 
se está aplicando, si es suficiente o si faltan acciones de otra naturaleza; si este fenómeno hoy en día está 
saliendo a la luz porque se denuncia, porque hay más visibilidad o porque hay herramientas legislativas - 
aunque no sean las mejores- o políticas públicas que tenemos que afinar. 


SEÑOR PURTSCHER.- Gracias por la invitación. Para nosotros es fundamental mantener un diálogo 
permanente con todos los actores políticos, sociales, territoriales y empresariales. 


Esta instancia es sumamente relevante porque, como bien decía la señora Presidenta, sin duda existen 
aspectos que están vinculados con lo legislativo. En los últimos años, nuestro país ha realizado grandes 
avances, pero como todo tema de carácter social, va cambiando, y esa dinámica necesita necesariamente una 
actualización permanente de las leyes que lo enmarcan. 


En nuestro país, la explotación sexual comercial de niños, niñas y adolescentes es una realidad, es un 
problema social que está instalado desde hace muchísimo tiempo. Los avances conceptuales nos permiten 
identificar hoy que, además de sus causas estructurales, está ligada a aspectos culturales e ideológicos que 
hacen que este tema, que es una producción social, una expresión de dominación, que implica aspectos de 
género de generaciones, de la existencia de determinadas estructuras culturales e ideológicas que lo producen 
y lo reproducen, necesariamente tenga que ser abordado sistemática y científicamente, pero con un nuevo 
tipo de compromiso de los actores sociales. 


Creo que si bien este problema es antiquísimo, ha demostrado una gran capacidad para mutar. Las 
modalidades que hoy se expresan en el país incluyen todas las abarcadas conceptualmente. En nuestro país el 
tema es relativamente nuevo 


La señora Diputada Laurnaga, en sus actividades previas a las de legisladora, realizó investigaciones que 
fueron las pioneras en esto. Para mí es una alegría que esté presente porque sabemos de su compromiso con 
este tema desde décadas. Organizaciones feministas también han realizado un trabajo para ponerlo en agenda, 
y sabemos lo mucho que ha costado incluirlo. Este tema aparecía como secundario, negado, incivilizado, y ha 
sido muy arduo colocarlo en la agenda social y política de una forma proactiva. 


Tratar de que este problema se viera llevó muchísimo tiempo y trabajo, y creo que aún estamos en las 
primeras instancias para que podamos tener acciones proactivas contundentes con el fin de erradicar el 
fenómeno, que es la misión que nos encomienda el decreto de creación del Conapese. Entendemos que es una 
tarea de muchísima responsabilidad y compromiso, pero también que va a llevar generaciones. Pelear contra 
las estructuras ideológicas y culturales que producen y reproducen el sistema no va a ser de fácil solución, y 
esto tiene un carácter complejo en tanto el proceso de explotación convierte a los niños, niñas y adolescentes 


en mercancías, en un mercado del sexo que los cosifica, que les quita su calidad de sujeto, que les quita su 
calidad de niños y adolescentes, y los expone a formas de explotación condenadas por la comunidad 
internacional y por nuestra legislación, pero que no siempre tienen consecuencias para quienes perpetran el 
delito. 


Para considerar los aspectos más jurídicos decidí venir acompañado por la doctora Milka Da Cunha, que es 
responsable de un trabajo de construcción de un modelo que incluye un estudio comparativo de legislaciones 
y de identificación de brechas en nuestra legislación; la licenciada en sociología y trabajo social Cristina 
Prego, que es Presidenta de la ONG "El Paso" y representa a la Organización Nacional de ONG en el Comité, 
y la doctora Teresita Llavata, que es representante del Ministerio de Turismo y Deporte en el Comité. 


En primer lugar, identificamos la necesidad de una ley integral sobre violencia de género y generaciones. No 
estamos peleando por una ley específica, pero creemos que la actual legislación tiene una diversidad y una 
composición temporal que no da cuenta del problema en su actual expresión ni de los necesarios 
compromisos asumidos por nuestro país, por ejemplo, en la puesta en práctica de conceptos y acciones 
comprendidos en el Protocolo de Palermo, del cual nuestro país es signatario. Entendemos que sus aspectos 
estructurales y conceptuales deberían estar incluidos en nuestra legislación, pero no lo están; sobre todo en lo 
que tiene que ver con lo que hace a la persona que padece la situación de explotación. 


Nuestra legislación tiene una serie de normas que dan marco a este tema y protegen los bienes jurídicos 
lesionados por la puesta en práctica de este comercio sexual de carácter delictivo, pero deja muchos espacios 
de discrecionalidad. Tanto es así que un mismo caso, de acuerdo con la mirada del operador, puede terminar 
en un Juzgado de Paz, en un Juzgado Penal o en un Juzgado Especializado en Crimen Organizado. 


En su momento, criticamos el cambio en la ley de competencia de los Juzgados Especializados en Crimen 
Organizado, cuya ley de creación comprendía los casos de explotación sexual comercial. Nuestra crítica se 
basaba no solo en la no especialización de los Juzgados Penales locales y territoriales, sino también en la 
pérdida de herramientas en cuanto al aspecto investigativo y policial. Por ejemplo, se perdió la posibilidad de 
realizar escuchas telefónicas, de utilizar policía encubierta y de contar con la protección de testigos; este 
último aspecto es el que más nos preocupa. Si bien, en contra de lo que nosotros pensábamos al principio - 
una de cal y una de arena-, ha habido mayor cantidad de procesamientos, se han perdido una serie de medidas 
de protección a la víctima que sería bueno recoger en el texto del nuevo Código General del Proceso o 
generando espacios especializados que no necesariamente sean judiciales, sino que estén en manos del 
Ministerio público. Los fiscales, aun con la actual legislación, han jugado un papel fundamental en la 
identificación del delito y también en la construcción de la prueba. Hay un abanico no infinito, pero diverso, 
de modalidades de explotación, que va desde formas de explotación de tipo tradicional, análogas a la de la 
prostitución adulta, hasta aspectos vinculados con culturas precapitalistas, como el matrimonio por 
conveniencia o la entrega de vírgenes. Esto, en el siglo XXI, es un problema que no condice con la calidad de 
vida que debería tener nuestra población. 


Hoy, esto se da en todo el territorio. El modelo de crecimiento que ha asumido Uruguay, que ha generado 
inversiones muy importantes, desarrolló un método de colonización de los territorios de enclave que presenta 
graves vulnerabilidades; creo que esto también debería incluirse en la Ley de Ordenamiento territorial y 
Medio Ambiente. Me refiero a aspectos muy concretos sobre la medición del impacto social que, de alguna 
forma, se desarrolla en el marco de la ley actual en forma desequilibrada. Por ejemplo, mediante los estudios 
que se están realizando a partir de Gas Sayago S.A., tenemos al detalle los naufragios ocurridos en esas 
costas desde el siglo XVI en adelante, pero aparece desequilibrado el impacto social que genera la 
conjunción de estos cambios en los territorios de carácter estructural, que cambian las formas de sentir, 
pensar, hacer, producir; en segundos, cambia la vida económica, social y política de un territorio. 


Generalmente, estos emprendimientos están asociados a la presencia masiva de hombres solos, con un poder 
adquisitivo medio o alto, que generan una demanda en ese mercado sexual legal e ilegal. Este es un problema 
que también se construye por la demanda. La inclusión de medidas de amortiguación de impacto social 
deberían estar atadas a las medidas de ordenamiento territorial y a normas de protección ambiental; deberían 
equilibrarse los impactos que generan estos emprendimientos a efectos de no limitar la posibilidad de 
inversiones. No se debe condenar a las comunidades que reciben estas inversiones a una apropiación de 
riesgos que no tienen las necesarias condiciones de amortiguación de impacto social y que fragilizan a 
poblaciones que, desde el cero, ya son frágiles. 


Este tema tiene líneas de acción concretas. El Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay ha generado un 
programa específico sobre la explotación sexual que está dando los primeros pasos en lo que tiene que ver 
con la atención de situaciones de explotación. Hay un equipo que trabaja en Montevideo y el área 
metropolitana. Además, existen dos equipos que están contratados por convenio: "Gurises Unidos", que 
trabaja en la frontera norte, y "El Paso", que trabaja en el litoral oeste y centro del país. Tenemos un modelo 
de atención diseñado y financiado por la cooperación internacional que nos permite prefigurar una 
profundización en el abordaje al problema. En los últimos cuatro años, hemos capacitado cerca de mil 
operadores sociales, a través de cursos de capacitación, talleres de sensibilización o instancias donde se 
discute el tema, ya sea en las mesas interinstitucionales generadas en todo el territorio o en espacios 
institucionales o sociales a los que somos convocados. 


Esta ampliación de mejores ojos para ver el problema ha sido, sin duda, un factor que ha colaborado con la 
identificación del problema y su denuncia. Siempre planteamos la hipótesis de que el problema no 
necesariamente está creciendo, sino que lo estamos mirando mejor, como pasó, por ejemplo, con la violencia 
doméstica. En la medida en que fuimos creando institucionalidad y capacitando, pudimos empezar a ver el 
problema y asumirlo como tal. Pero no descartamos que en una coyuntura de crecimiento económico -este 
problema también es económico, social y político- podamos hacer hipótesis relativas a que el crecimiento 
económico también implica movimientos y colonizaciones del espacio territorial que fragilizan a las 
poblaciones ya vulnerables. De ahí la necesidad de contar con normativas que acompañen el crecimiento 
económico con formas vinculadas con un crecimiento del desarrollo, en el sentido humano. 


Nosotros no estamos en contra -como Comité ni personalmente- de las inversiones ni el crecimiento 
económico, aunque creemos que se debe mejorar su encuadre para que la apropiación de beneficios también 
sea para las comunidades que reciben esas inversiones. 


Dicho esto, creo que podríamos dar lugar al intercambio de opiniones y a los aspectos vinculados a lo 
jurídico, que pueden ser objeto de consulta para los especialistas que nos acompañan, quienes, teniendo en 
cuenta su conocimiento y experticia, pueden sanear las dudas que se le puedan plantear a la Comisión. 


SEÑORA PREGO.- Me gustaría referirme a dos o tres puntos relacionados a la tarea que estamos 
realizando, acompañando a distintos equipos en el interior del país que están trabajando en situaciones 
de explotación sexual. 


Por supuesto, reconocemos los avances planteados a nivel del Gobierno con respecto a la atención a las 
víctimas. Me refiero, tal como señalaba el licenciado Purtscher, al área de explotación que está llevando 
adelante el INAU y a los equipos itinerantes -de los cuales formamos parte- que están trabajando en el 
interior del país, lo que todavía no está dando la respuesta adecuada. La atención directa a las adolescentes, a 
los niños y a las niñas que están en esta situación todavía no cubre lo establecido en los estándares 
internacionales. Concretamente, me refiero a la existencia de un albergue especializado, cuando es necesario, 
cuando hay riesgo de vida, o cuando la familia no puede sostener la situación, lo cual es muy importante 
aclarar. Por supuesto, no lo pensamos como una primera alternativa, pero es necesario tener esto en cuenta. 


Como dije, nuestro país todavía no cuenta con esa alternativa, y nosotros consideramos que es necesario a fin 
de abordar adecuadamente la restitución de los derechos de las víctimas. 


Por otra parte, también es importante hacer referencia a la indemnización o al apoyo económico para las 
familias, a fin de que puedan apoyarse en recursos materiales para salir de la situación, ya que en ocasiones - 
aunque no en todas- se presenta esta dificultad. En realidad, muchas de las familias que se encuentran en esta 
situación son pobres o empobrecidas, pero no todas lo son, y es importante tener esto en cuenta para el 
abordaje de la temática. Digo esto porque no todos los adolescentes que están en situación de explotación 
pertenecen a familias pobres, y para nosotros es importante determinar eso a fin de ver ampliamente el 
problema. 


En ese sentido, el primer procesamiento que se hizo en nuestro país por trata con fines de explotación sexual 
se llevó a cabo en Maldonado, en el Hotel Conrad y estuvo vinculado al modelaje. Por lo tanto, en ese caso 
no estamos hablando de familias pobres ni empobrecidas. Entonces, debemos incorporar esa mirada en el 
abordaje del problema a fin de encontrar herramientas para también apoyar a esas familias. Decimos esto 


porque, en general, la intervención social estatal está orientada a la población empobrecida y no a la 
población en general, lo que para nosotros es muy importante. 


Por lo tanto, creo que se debe pensar en una ley integral que incluya investigación, acciones de prevención, 
persecución del delito y reparación de las víctimas, algo que para nosotros es muy importante, tanto como 
que también incluya soluciones de financiamiento, porque si la propia iniciativa no establece de dónde se van 
a obtener los recursos para trabajar en los aspectos planteados, será muy difícil llevarla adelante. De todos 
modos, debo decir que lo que hemos visto es que si no se cuenta con una ley es muy difícil obtener recursos, 
aunque las dos instituciones que están presentes, el INAU y el Ministerio de Turismo y Deporte, han 
realizado aportes económicos, y para nosotros, como organización social, es importante reconocerlo. 


Por otra parte, vemos dificultades en el proceso de acompañamiento de las víctimas con respecto al acceso a 
la Justicia. En realidad, durante el proceso penal, los niños, niñas y adolescentes, víctimas de explotación 
sexual, están fuera de dicho proceso y totalmente solos, ya que, en general, no tienen asistencia letrada. 
Además, son vistos como objeto de prueba, ya que son llamados como testigos cuando, en realidad, son las 
personas violentadas en sus derechos humanos, y la investigación se sostiene y se basa en su relato y 
testimonio, lo cual también es violatorio de sus derechos, ya que los revictimiza. 


Asimismo, la investigación proactiva no es una práctica sistemática, aunque se ha realizado alguna. En 
realidad, no se investiga a partir de la enunciación o de una denuncia de alguien que ve a un adolescente, un 
niño o una niña en una calle 


Recientemente nosotros tuvimos la oportunidad, con financiación de INAU, de hacer una investigación en la 
zona oeste, y los policías de la Comisaría nos dijeron que solo investigaban lo que se denunciaba y que no 
podían ocuparse de otros casos. Sin duda, este actuar no responde a que no conciban esos otros casos como 
parte de su función, sino a que no tienen recursos para ello. Según se nos dijo, se realizan alrededor de 
veinticinco denuncias de rapiña por día, y no tienen posibilidades de investigar otros delitos que no sean 
denunciados. Entonces, esto sumado al fuerte proceso de naturalización de la explotación sexual, que es algo 
histórico, hace que nadie denuncie estos hechos porque no se conciben como un problema; se considera que 
no es algo a denunciar porque siempre pasó, está en nuestra comunidad y es parte de nuestras prácticas 
sociales. Por lo tanto, es muy difícil que esos casos lleguen al proceso judicial. 


Sin embargo, en los últimos años ha aumentado el número de denuncias, y creemos que esto, en alguna 
medida, tiene que ver con la capacitación brindada y, principalmente, con un pequeño protocolo que 
estableció INAU, que es muy sencillo pero que obtuvo buenos resultados. En realidad, a través de este 
protocolo se obliga a las direcciones departamentales a realizar la denuncia cuando identifican este problema. 
Creo que eso ha modificado la visibilidad del tema y ha permitido que nos demos cuenta de que estas 
situaciones se dan. Digo esto porque no podemos negar que hace diez años quien investigaba este tipo de 
casos parecía que estaba fuera de la realidad, ya que el problema era negado rotundamente por la sociedad. 


Sin duda, la manera de ver este problema social ha ido avanzando, ya que ahora no se considera solo un tema 
de algunas familias o de algunos o algunas adolescentes. Actualmente, el problema está más visible y se 
piensa en un abordaje desde políticas públicas; en realidad, es algo que viene en proceso, aunque todavía no 
está agendado tal como debería. 


Por otra parte, quiero referirme a la penalización de las víctimas de explotación sexual o de trata que cometen 
delitos por estar inmersos en esta situación. Creo que eso es algo que tenemos que revisar y que está 
planteado en la normativa internacional de derechos humanos. Por ejemplo, hay adolescentes que roban a la 
persona que les paga. Entonces, esa persona hace la denuncia en la policía y dice: "Esta adolescente de 
quince años me robó la billetera”, pero si se analiza en qué contexto se dio ese hecho se evidencia que la 
adolescente se encontraba en un proceso de explotación. Además, en ocasiones son utilizadas como mulas. 
Inclusive, han llegado a nuestro país adolescentes extranjeras, víctimas de una red de trata, que pasan casi un 
año en el INAU en proceso de privación de libertad por haber estado en esa situación. En ocasiones, también 
se cometen otros delitos, como falsificación de documentos, u otro, que se llevan a cabo en el marco de la 
explotación, lo que no está considerado en nuestra normativa y debería ser revisado. 


Asimismo, quiero referirme a la protección de la víctima durante todo al proceso, a otros testigos y familiares 
y también a los operadores sociales que acompañamos los procesos, considerando que actualmente no se 
llevan a cabo estrategias ni acciones concretas para proteger a las personas que trabajamos en este tema. 


Por último, quiero hacer referencia a elementos específicos que no están establecidos claramente en nuestra 
normativa en cuanto a las modalidades de explotación. Me refiero a la venta de niños, niñas y adolescentes, 
el matrimonio servil o forzado, lo que hemos visto claramente. A veces se tiene la percepción de que se trata 
de una práctica vinculada a las zonas rurales y a las familias que -entre comillas- "entregan" a una de sus 
hijas a una persona sola que vive en el campo para que esté en una mejor situación económica y la familia 
pueda recibir una retribución, pero no es así. En efecto, a nivel de la vida más citadina pudimos corroborar 
que en la zona oeste de Montevideo hoy se ha instalado esta práctica. Asimismo, no debemos olvidar todo lo 
que tiene que ver con turismo sexual, que en nuestro país no está tipificado. 


SEÑORA LLAVATA.- En Conapes represento al Ministerio de Turismo y Deporte. 


Desde 2005 el Ministerio ha tenido una visión sumamente comprometida con la explotación sexual comercial 
y no comercial de niños, niñas y adolescentes, tanto en esta materia como en todos los aspectos. Sin embargo, 
el Ministerio tiene competencia únicamente en la prevención de este flagelo. 


En ese sentido, el Ministerio elaboró un convenio facultativo, que los prestadores de servicios turísticos 
podían firmar o no, donde se establece que las empresas debían tener un código de ética y asumían las 
responsabilidades respectivas si recibían personas mayores acompañadas de menores o adolescentes. 
Habíamos firmado casi cuatrocientos convenios facultativos y todo ese proceso terminó en la publicación del 
decreto 398, de 13 de diciembre de 2013, a nuestro entender, muy bueno, en el que se establece la 
obligatoriedad para todos los prestadores de servicio turísticos de la adopción de un código ético en sus 
establecimientos y la capacitación de todos los empleados de la empresa, es decir, camareras, mozos, 
etcétera, que en general son los que están más en contacto con los turistas. El decreto también obliga a las 
agencias de viaje, prohibiendo la oferta sexual de niñas, niños y adolescentes. 


En ese sentido, el Ministerio cumple este decreto -que se elaboró en acuerdo con el Ministerio de Desarrollo 
Social y con el Ministerio del Interior- y, además, elaboró distintas estrategias, por ejemplo, la obligación de 
colocar autoadhesivos donde se dice que son empresas responsables para erradicar la explotación sexual 
comercial de niños, niñas y adolescentes. 


Asimismo, en las ferias internacionales se reparte folletería sobre la temática y se capacitó a sus funcionarios. 
En este momento, juntos con Jorge Morandeira estamos haciendo giras en aquellos departamentos más 
comprometidos. Con todas las direcciones departamentales llegamos a un acuerdo para que asuman el 
compromiso respectivo con esta problemática y se invita a todos los prestadores de servicio turísticos a 
participar en conferencias de prensa para difundir el contenido de este decreto. 


Además, nos hemos reunido con SUTUR, que agrupa a los establecimientos rurales, porque se dice que allí 
hay explotación sexual, aunque siempre son rumores; es decir, el Ministerio nunca recibió una denuncia 
formal de casos de explotación sexual en este tipo de establecimientos. 


Por último, el Ministerio integra el Grupo de Acción Regional de las Américas, GARA, cuya Secretaría en 
este momento la ejerce Ecuador, donde hemos asumido determinados compromisos, participamos en 
videoconferencias cada quince días y tratamos de unificar las medidas de acción ante los prestadores de 
servicios turísticos que tengan responsabilidades y las normativas. 


Comparto con los compañeros del Comité que debe existir una ley integral, aunque desde la perspectiva del 
Ministerio se ha avanzado mucho, ya que partimos de cero y hoy llegamos a establecer obligaciones. 


SEÑORA LAURNAGA.- Como parlamentaria y profesional que trabajó en estos temas hace mucho 
tiempo, puedo decir que muchas veces es complicado separar la emoción de la tarea legislativa. En ese 
sentido, la liberación del empresario de Punta del Este generó mucha indignación personal y general, 
en los parlamentarios y las parlamentarias, y por eso es necesario hacer todos los esfuerzos para ir 
hasta donde estemos habilitados. 


Hay un conjunto de cuestiones que tienen que ver con el trabajo social, que nuestros invitados han descrito 
muy bien, y esta Comisión puede contribuir en ese sentido, es decir, en la sensibilización, en la construcción 
de opinión pública y, por supuesto, a nivel legislativo, el interés principal es revisar la normativa para saber si 
los vacíos o las ambigúedades son los que dan lugar a interpretaciones jurídicas como las que se dieron en un 


tribunal para que dos miembros, en tres, pudieran exonerar a una persona de setenta y cinco años que pagó 
por sexo en reiteradas oportunidades a una menor de edad, de una familia muy pobre de Cerro Largo, y 
pagaba a través de Abitab y Red Pagos, una cosa que no se puede creer. 


Como decía el Presidente del Comité, en general generamos como cierto anticuerpo con las grandes 
inversiones, por los grandes cambios territoriales que implican. Sabemos que las megainversiones como las 
plantas de celulosa y demás generan situaciones de alta complejidad, que conocen las organizaciones que 
ustedes representan porque hace años que están trabajando en la zona. Paradójicamente, se da esta situación 
en uno de los lugares más conservadores, con el señor más instalado institucionalmente, porque hablamos de 
uno de los hoteles de mayor tradición en Punta del Este y Maldonado, con una familia pobre, radicada en un 
lugar que, además, está lejos del circuito turístico. 


Realmente, da la sensación de que este caso contribuye mucho, diría, con el escándalo público y la 
conmoción social, porque precisamente toca los parámetros menos previsibles y más tradicionales de la 
dominación: un señor muy viejo, con mucha diferencia de edad, que usa su dinero de manera absolutamente 
impúdica, a través de una institucionalidad formal. 


En relación con la cuestión general, que se planteó muy bien acá, tomamos debida nota de los aspectos que 
deberían considerarse en una futura legislación, pero en cuanto al caso concreto quiero saber si han tenido 
alguna respuesta. El Comité emitió un comunicado muy importante, como así también el Instituto del Niño y 
Adolescente del Uruguay; las organizaciones sociales se movilizaron ante la Suprema Corte de Justicia y una 
fiscal apeló esta sentencia y el caso pasó a la Suprema Corte de Justicia. En ese sentido, nos interesa saber si 
el Comité ha tenido alguna comunicación formal o informal del Poder Judicial con respecto a este caso. 
Nosotros no tenemos competencia para intervenir en el Poder Judicial, pero sí podemos pedir información a 
la Suprema Corte de Justicia sobre una situación de denuncia de violación de derechos. Esto ha pasado, por 
ejemplo, con temas de violencia doméstica, muchas veces con poco éxito -hay que decir la verdad-, pero con 
buena disposición por parte de la Suprema Corte de Justicia para informarnos e, inclusive, para venir acá. En 
relación a los debates sobre los delitos de menores infractores, los miembros de la Suprema Corte de Justicia 
han venido al Parlamento con mucha libertad y buena voluntad a informar a las distintas Comisiones. 
Entonces, quiero saber si el Comité ha tenido alguna respuesta o alguna expresión de parte de la Suprema 
Corte de Justicia. 


Mi propuesta a la Comisión es ampliar las informaciones que estamos recibiendo. Seguiremos con otras 
invitaciones en esta Comisión pero evaluaremos cuál es el momento para pedir una opinión a la Suprema 
Corte de Justicia sobre esta situación. 


Creo que en este caso concreto se configuró algo que se llama alarma social. Sabemos que la alarma social ha 
sido utilizada muchas veces como un argumento jurídico, inclusive, en el proceso penal. Personalmente - 
propongo a la Comisión que lo considere así-, creo que este es un caso que ha producido alarma social. Por lo 
menos, ha generado incertidumbre y expectativas muy importantes para este Poder Legislativo. A partir de 
esa alarma social, solicitamos más información para poder mejorar las ambigijiedades o las debilidades que 
tenga la ley. Después nos pondremos a trabajar en la parte legislativa, pero quiero conocer la información real 
que el Comité ha podido recoger. 


SEÑORA BOTTINO.- Represento a un departamento que, lamentablemente, se ha visto 
conmocionado por la existencia de la famosa "casita del parque". En este caso, además de las 
debilidades que ya se han presentado por parte del Comité, se sumó el poder político y realmente se 
hizo un combo en el que las adolescentes que eran explotadas sexualmente en Paysandú vieron 
totalmente vulnerados sus derechos. 


Las cuestiones que planteaba el Comité como debilidades y que podíamos recoger como legisladores 
quedaron a la luz frente a ese hecho puntual, pero en realidad recogió una situación que ya sabíamos que 
existía en Paysandú. 


Como territorio es particularmente vulnerable por la existencia de la frontera. Cuando se adoptan 
determinadas resoluciones en las comunidades, sabemos que se acrecientan las vulnerabilidades que allí 
existen. Nosotros tuvimos un puente internacional cerrado, por lo que, en su oportunidad, el tráfico de 


camiones se acrecentó y realmente Paysandú sufrió esa situación. Las adolescentes de Paysandú lo sufrieron 
y, particularmente, en una zona como es Nuevo Paysandú, que es más vulnerable, como lo expresaban recién. 


La existencia de esta decisión del Poder Judicial dejando en libertad a este empresario que había sido 
procesado en primera instancia provocó nuevamente en nuestra sociedad sanducera una señal de alarma, 
porque sabemos lo que sucedió, a lo que las víctimas fueron expuestas, la desprotección que tuvieron y tienen 
y la desprotección de las familias. También lo vivimos en carne propia en Paysandú, porque en aquella 
oportunidad, el expediente judicial sufrió diversas vicisitudes que llevaron a que las organizaciones sociales 
también se expresaran. 


En aquel momento, nos manifestamos como organización civil frente al Poder Judicial. Hicimos 
determinadas presentaciones a los efectos de que la carátula del expediente fuera modificada y también 
tuvimos la presencia de Conapes en el departamento. Por eso, compartimos con las organizaciones sociales 
que se manifestaron frente a la Suprema Corte de Justicia en Paysandú. También nos sumamos a esa 
movilización frente al Poder Judicial porque estamos convencidas de que lo que están manifestando sucede 
acá. 


Tomamos los aportes que realiza el Comité, pero también nos interesa conocer la mirada del Poder Judicial 
acerca de esta preocupación que hay desde las organizaciones sociales. Me gustaría saber cómo se está 
trabajando ahora con el Poder Judicial en ese sentido, y en el entendido de que es un poder independiente 
pero que hay determinadas cuestiones que, inclusive, requieren solo un poco de voluntad. Por ejemplo, 
disponer en las sedes judiciales la separación de las víctimas denunciantes de los denunciados, lo que a veces 
se puede solucionar solo con voluntad del Juzgado, y que en Paysandú no ocurre. Por eso, quería saber 
concretamente qué relación hay con el Poder Judicial y cómo se puede concretar esa voluntad que existe 
desde las organizaciones sociales y desde el Estado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero hacer algunas consultas y algunas aclaraciones, porque cuando hice 
la introducción olvidé mencionar un aspecto. 


Como Comisión, resolvimos -al igual que lo hicimos oportunamente con el tema de la violencia doméstica- 
generar, dentro de la Comisión, ámbitos de intercambio con los actores involucrados, a los efectos de revisar, 
no solo la legislación, sino también procurar su cumplimiento y ver sus consecuencias. Siempre digo que los 
legisladores no somos solamente encargados de elaborar leyes, sino también de seguir su cumplimiento, ver 
eventuales modificaciones -si es que se necesitan- o, si hay incumplimientos, establecer por qué pueden 
existir. A tales efectos, iniciamos esta ronda de intercambio, que no pretendemos que se termine ahora. 
Simplemente comenzamos por recibir al Comité Nacional para la Erradicación de la Explotación Sexual, 
Comercial y no Comercial de la Niñez y la Adolescencia, porque nos parecía lo más importante. 


Hecha esta aclaración, quería hacer algunas preguntas complementarias a lo que planteó el Comité, a los 
efectos de tener más elementos y de que quede constancia en la versión taquigráfica. 


En primer lugar, el señor Presidente Purtscher decía que se perdió la protección de testigos, que se perdió el 
tema de las escuchas telefónicas y nombró un tercer punto que no retuve, pero que me consta que lo planteó. 
Quisiera que se extendiera un poco más en qué significa que se perdieron la protección de testigos y el tema 
de las escuchas telefónicas. Por supuesto, si se está estableciendo esto como una pérdida es que hay una 
merma en lo que pueden ser las herramientas de protección. 


En segundo término, se habló de la capacitación de mil operadores. Quisiera saber cuál es la tarea específica 
de esos operadores para ver cómo podemos ir armando el panorama de quiénes son los actores involucrados. 


En tercer lugar, es obvio que integramos un Poder independiente del Estado y es obvio que el que actúa 
cuando hay violación a la ley es otro Poder del Estado, que es el que, de alguna manera, determina 
sentencias. Nosotros podemos estar de acuerdo o no con esas sentencias, pero no podemos interferir ni 
involucrarnos en lo que puede ser la decisión de un Poder independiente del Estado. Pero sí podemos 
establecer un diálogo con otro poder del Estado, como lo hemos hecho en el caso de violencia doméstica, 
planteando algunos nudos para ver si de alguna manera podían ser allanados. 


También, en el caso de violencia doméstica tuvimos un contacto muy fuerte con la academia, a los efectos de 
visualizar si los egresados de la Universidad de la República o de las distintas universidades salen con total 
conocimiento de la legislación vinculada a estos temas. Según nos dijo un connotado Grado 5 de la Faculta 
de Derecho, los temas vinculados a derechos no rinden económicamente. La carga de otras materias en la 
currícula es muy superior a las vinculadas con temas de derechos -a mi juicio, este es un tema de derechos- y 
estos quedan relegados a un segundo plano, muchas veces tienen una carga horaria menor o son optativos. 
Esto hace que los defensores cuando tienen que aplicar una ley a veces invoquen una legislación que no se 
conoce. Siempre pongo el ejemplo de la Convención de Belém do Pará, que es ley; sin embargo, todavía no 
se ha procesado a nadie por ella. Nosotros tenemos nuestra ley de violencia doméstica, pero esta Convención 
es totalmente desconocida 


Nosotros vamos a seguir intercambiando con otros actores porque también nos preocupan estos hechos. 


Consideramos que la penalización de las víctimas y los delitos conexos forman un nudo. Es cierto que hay 
delitos conexos como los descriptos, pero también es cierto que son delitos. Entonces, habría que analizar un 
poco más esa correlación que hay entre unos y otros, a los efectos de ver cómo se puede seguir avanzando en 
esta temática. 


Con respecto al involucramiento de las familias, creemos que acá hay un campo bastante fértil para trabajar. 
Se señalaba las distintas características de las familias de las víctimas, pero también es cierto que a veces 
hacen una industria de esta situación, ya sea porque culturalmente está aceptado o porque es una fuente de 
ingresos. Esta es una conducta delictiva y, por lo tanto, la tenemos que analizar desde ese punto de vista. Si 
bien es cierto que no es exclusivamente en las familias pobres en las que se dan estas situaciones -me hago 
cargo de lo que plantearon sobre el modelaje, etcétera-, también es cierto que hay mucho más vulnerabilidad 
en una familia que genera ingresos a partir de la explotación sexual comercial de sus propios hijos, sobrinos, 
etcétera. Yo lo percibo como una pequeña diferencia, que puede ser subjetiva, pero que exige una trabajo 
importante. 


Ustedes hablaron de una ley integral. Me preocupa cuando en todas las materias se habla de leyes integrales, 
porque después terminamos con algo tan integral que no lo podemos abarcar, con algo que no es concreto, 
específico 


Voy a leer el Decreto N* 398 de 2013, del Ministerio de Turismo y Deporte. Tal vez, pueda haber allí alguna 
expresión como ley y no solo como decreto, obviamente, adecuándolo a la generalidad, pero que le dé más 
fuerza, a efectos de que podamos seguir intercambiando ideas, inclusive, con la academia y el Poder Judicial. 


Tendría muchas más cosas para decir, pero ahora me interesaría que me ampliaran un poco más el tema 
relativo al acompañamiento de las víctimas en el acceso a la Justicia. Este es un tema que se reitera en casi 
todos los casos en que hay un delito y, como consecuencia, hay una víctima. Por supuesto, estas víctimas 
están amparadas por el Código de la Niñez y de la Adolescencia. El tema de la revictimización tiene un 
correlato en los casos de violencia doméstica; o sea, hay algunos puntos que tienen que ver con la 
victimización, con el abuso, que exigen abordajes técnicos y equipos que colaboren en la temática. También, 
me gustaría que ampliaran estos aspectos. 


SEÑOR ESPINOSA.- Personalmente, quiero dejar constancia de que en un Estado de derecho y de 
separación de poderes soy un ciudadano más de los que confía en la Justicia. Indudablemente, en este 
caso puntual, como todo en la vida, puede haber errores. Esta decisión va en contra de lo que yo 
hubiera deseado. Pero es un tema de resorte judicial, que aspiramos pueda tener la ponderación y 
reconsideración que corresponde. 


En cuanto a lo general que ustedes han expuesto, quiero decir que nos conocemos todos y cada uno sabe lo 
que piensa y lo que opina de cada tema y más aún en este que es muy sensible. Personalmente, yo he 
dedicado mucho tiempo al análisis de otros asuntos complementarios, como tráfico y trata de personas, por lo 
tanto, sé de lo que se está hablando. 


En resumen, quiero señalar dos aspectos críticos, y lo digo a título personal. Creo que en nuestro país hay un 
grave problema de reordenamiento del gasto y ejecución de las medidas. Si uno analiza todo lo que se expone 
por parte de ustedes y otras organizaciones que tratan estos temas, vemos que la voluntad, el esfuerzo, la 


capacitación está presente permanentemente. Por ejemplo, se realizan campañas de sensibilización, de 
capacitación de funcionarios judiciales, policiales, interviene la sociedad civil, el Ministerio de Turismo y 
Deporte, el INAU; pero, hay un problema de coordinación y ejecución. Lo que se está haciendo está muy 
bien, pero en la realidad vemos un número insuficiente de funcionarios públicos haciendo la tarea de 
contralor, recorriendo los lugares de riesgo, las whiskerías; y llegado el momento, pasa lo que ustedes nos 
están diciendo: la policía está desbordada porque tiene otros cometidos. 


Tengo en mi poder pedidos de informes respondidos por el Ministerio del Interior y es asombroso lo que 
capacitan, son magníficos los cursos que han desarrollado a nivel nacional y regional; pero, en el momento 
de la ejecución, la pelota está en una cancha y está en la otra. ¿A quién le corresponde denunciar? ¿Cómo se 
aplica? ¿Quién tiene el verdadero contralor? ¿Quién tiene las potestades de inspección cuando no hay 
cuerpos inspectivos que hagan el trabajo que tienen que hacer? ¿El ciudadano está comprometido o no en 
denunciar? ¿Lo hace o no? 


Las cifras hablan de un mínimo claramente insuficiente y también hay un problema de gestión. Si vemos que, 
en los últimos tiempos, se ha contratado a miles de funcionarios nuevos en el INAU y, sin embargo, dentro de 
la institución existe permeabilidad para que menores a su cargo salgan a prostituirse, eso habla de un serio 
problema de gestión. 


También hay un grave problema de ordenamiento del gasto. El Estado uruguayo gasta mucho y, quizás, 
lamentablemente lo haga mal. No digo que pueda definir en qué cambiaría la decisión política o 
administrativa en áreas que hacen al INAU o al Ministerio del Interior, para prevenir este delito; digo que 
cuando observo las planillas de contratación de funcionarios del Estado, compruebo que los fines que 
perseguimos son diametralmente opuestos a los que se pueden ejecutar. Recuerdo que el señor Presidente de 
la Conapees expuso, el año pasado, en el ámbito parlamentario que, lamentablemente, muchas veces los 
funcionarios son capacitados para prestar una especial tarea y atención a otros delitos -en aquel momento se 
habló de tráfico y trata de personas-, pero por razones de servicio -que podrán ser comprensibles y 
aceptables- son derivados a otro lado. Volvemos a lo mismo, es decir, a los problemas de administración de 
los recursos: invertimos tiempo y dinero capacitando funcionarios, para que presten una tarea específica y 
resulta que después son trasladados a otras áreas. 


Somos altamente vulnerables. Nuestras fronteras son un queso para todo: el tráfico, la trata y también la 
explotación sexual. Es cierto que cada emprendimiento de inversión, cada crecimiento económico, industrial 
y productivo puede alterar la situación; convengamos que también hay un problema de educación. Uruguay 
tiene, felizmente, la materia educación sexual en los primeros años de estudio. Está bueno; habría que incluir 
este capítulo, para que el niño, además de recibir educación sexual a través de sus docentes, sepa que hay un 
riesgo sexual y así poder enfrentarlo. 


Por otra parte, a pesar de los nobles esfuerzos de sensibilización que hemos visto, aún hay un capítulo que no 
está impreso en esta sociedad. Con mucho respeto hacia el Poder Judicial -el cual acato permanentemente-, 
debo decir que se equivocó, porque a nivel internacional el esfuerzo ha ido variando y va atacando, sobre 
todo, al consumidor. Esta sentencia, lamentablemente, vulnera no solo el principio de la prevención a nivel de 
las potenciales víctimas sino también de que deberíamos observar al consumidor. No habría, quizás, estos 
problemas si no hubiera gente que consumiera. Esto es el huevo o la gallina. Hay que atacar con mayor 
dureza la demanda, desde todo punto de vista, inclusive legislativo. No soy partidario de la política del 
garrote, pero hay que recrudecer las penas contra quienes cometen esos aberrantes delitos contra inocentes, 
que ven violentados, sistemáticamente, sus derechos humanos. 


Por último, comparto las preguntas formuladas por la señora Diputada Payssé. 


SEÑOR COITIÑO.- Fui anotando muchas de las apreciaciones que hizo la delegación y ya se 
adelantaron a algunas de mis preguntas. De cualquier manera, me parece que la necesidad de una ley 
integral fue un tema común a las tres exposiciones. Quiero saber qué grado de avance se ha obtenido 
en ese aspecto, porque la doctora Teresita Llavata -representante del Ministerio de Turismo y Deporte- 
también habló de la necesidad. Por lo tanto, queremos preguntar especialmente si en el Ministerio 
existe alguna iniciativa en esa materia. 


Por otra parte, pregunto a toda la delegación si han incorporado a la tarea que realizan sugerencias, más allá 
de que cuando leamos con mayor detenimiento la versión taquigráfica de esta reunión, va a surgir una serie 
de componentes para el contenido de esa ley integral, en caso de que se den las condiciones legislativas para 
que se concrete. 


SEÑORA DA CUNHA.- Se habló de que se perdieron la escucha y la protección de testigos, así como 
también de la necesidad de una ley integral. 


En cuanto a lo primero, como bien dijo el licenciado Purtscher, los juzgados de crimen organizado tenían 
competencia en la investigación de los casos de explotación sexual. A partir de la Ley N* 18.914, la 
mantienen solamente en aquellos casos en que se compruebe que existe una red detrás, lo cual es un paso 
previo a investigar un caso concreto, que es la explotación sexual. Nosotros creemos que se perdieron cosas 
bien interesantes, más allá de la investigación. Los juzgados de crimen organizado investigan junto con el 
DIDE -Departamento de Investigación de Delitos Especiales- y han creado una forma muy interesante de 
investigación: hay un oficial a cargo que, cuando hay una investigación en curso, semanalmente se reúne con 
los jueces, para generar las mejores estrategias. Este es un recurso importantísimo, que no vamos a ver en 
ningún juzgado penal, por la cantidad de policías disponibles y la diversidad de temas a que están abocados 
dichos juzgados. Quizás, se podría pensar en algún momento, pero no sé cómo lo está manejando el 
Ministerio del Interior. A partir de la aprobación de la ley, el DIDE tiene la potestad de proteger testigos, 
realizar escuchas. En el momento en que cae la competencia de los juzgados de crimen organizado, el DIDE 
ya no investiga; por lo tanto, no existen la escucha ni la protección de testigos en los casos de explotación 
sexual de niños, niñas y adolescentes en que no haya una red detrás. 


También se pierde algo que nos parece fundamental: la mirada objetiva en este lugar de una Policía que no es 
del lugar. ¿Por qué? Generalmente, la Policía del lugar ya ha visto estas situaciones. Sabe que esa chiquilina 
está demasiado en la plaza; ya sabe de qué familia es. Los padres son muy buenos y la chiquilina es la 
"rebelde". No se imagina que hay una red detrás o tal vez sí, porque sabemos que esto es posible porque hay 
corrupción. También es cierto que los jueces de crimen organizado, cuando vinieron al Parlamento, dijeron: 
"Nosotros no damos más". Entonces, habría que buscar una respuesta intermedia entre una investigación 
acorde con la temática, objetiva, porque sabemos que a la gente que está en el medio le resulta difícil 
investigar y no incluirse en esa búsqueda, porque es su pueblo, su lugar. 


Digo esto respecto a lo que se dijo en cuanto a que se perdió la escucha y la protección de testigos. Más allá 
de que es interesante charlar con DIDE para saber lo difícil que es la protección de testigos en un lugar 
pequeño como Uruguay, o para un policía ir de incógnita a un pueblo, porque a las dos horas todos saben que 
él está ahí, sí habría que pensar en cómo evitar la discrecionalidad y la subjetividad que se dan en el medio 
donde se está produciendo la explotación. Si hay nuevas denuncias es por un claro interés en lo que se ha 
hecho en cuanto a sensibilización, más allá de que esta no fue suficiente en el caso del señor Moya. Entonces, 
nos deberíamos plantear cómo evitar la discrecionalidad tan amplia de los jueces. Como Juez puedo tener una 
mirada de un adolescente como sujeto, de acuerdo con lo que establece el Código de la Niñez y la 
Adolescencia, pero también puedo tener una mirada del adolescente como manipulador, porque los 
adolescentes son rebeldes, mienten y no les gustan los límites. Esto se podría limitar a través de una ley 
integral. Tenemos un claro ejemplo con el Protocolo de Palermo, donde no solo se establece qué es trata, sino 
que también se prescriben ciertos cuidados que hay que tener con la víctima. Cuando traemos a nuestra ley 
los delitos de explotación sexual, los tipificamos, pero no establecemos todo ese cordón de protección a la 
víctima. Están las leyes internacionales que son ley en nuestro país, pero estas se expresan en términos de 
"podrá", lo cual deja el asunto librado a la discrecionalidad del Juez. 


Entonces, cuando hablamos de ley integral no solo estamos hablando de la tipificación, sino también de 
establecer ese cordón y decir al Juez que la conducta sexual anterior de la víctima no puede ser tenida en 
cuenta. Lo que está en el Protocolo de Palermo se aplica para un delito de trata, pero no en un caso de 
explotación sexual, porque no está en la ley, ya que la Ley_N” 17.815 solo tipifica los delitos. Si se "obliga" - 
entre comillas- al Juez a tener una mirada específica sobre el adolescente como sujeto y a tener en cuenta sus 
condiciones de vulnerabilidad social, su situación familiar, a ver a la víctima, podemos limitar la 
discrecionalidad. No la vamos a eliminar, porque la aplicación del delito no es una cuestión objetiva, cada 
uno la aplica con sus creencias, y es necesario seguir capacitando y sensibilizando, pero la podemos limitar. 
En el caso del señor Moya -un empresario con dinero, de setenta y cinco años- fue su simple palabra la que 
resultó suficiente para el Juez, frente a la de una adolescente que quizás ni siquiera habló o dijo que tenía 


dieciocho años, porque quién era ella para verse víctima. En estos delitos -al igual que en los de trata- las 
víctimas tienen dificultades para verse como tales y cuando llegan al Juzgado, tienen miedo de haber hecho 
algo malo y no se dan cuenta de que, en realidad, los que hicieron algo malo son los demás. Por eso también 
quiero hacer hincapié en la necesidad de que las víctimas cuenten con defensa propia. El Fiscal y el Juez las 
podrán tratar muy bien, pero deben tomar una posición de imparcialidad hasta en el léxico. A las personas 
que no participan de los procesos, muchas veces el léxico las asusta. Además, según mi experiencia a las 
víctimas a veces las tratan muy bien y otras se emplea con ellas una manera de ejercer el derecho penal que 
es muy violenta, coercitiva, y se usa ese léxico, porque se necesita de sus palabras, de lo que está diciendo, 
para poder juzgar, y en esos casos se las hace sentir que son parte del problema y del delito. Muchas veces, 
los Jueces también creen que de alguna manera ellas se lo buscaron. 


Entonces, las víctimas -sea niño, niña, adolescente o mujer adulta-, debido a esta dificultad de verse como 
tales, necesitan contar con un defensor cuando están en el Juzgado. En nuestro proceso penal las víctimas son 
las grandes ausentes: las usamos y las descartamos; ni siquiera tenemos por qué notificar una decisión del 
Juez. 


SEÑORA LAURNAGA.- La voluntariedad del acto de una menor de edad ante un delito tipificado de 
transacción sexual no exime de la responsabilidad penal, ¿no es así? 


SEÑORA DA CUNHA.- Efectivamente, la voluntariedad no exime de la responsabilidad penal, ni en la 
explotación sexual de niños y adolescentes ni tampoco en la trata de adultos. El consentimiento no es 
válido. Un adolescente no puede consentir su propia explotación. Esto tiene que quedar bien claro, pero 
siempre se encuentra el artilugio para salir. Entonces -reitero-, cuando hablamos de ley integral es eso 
lo que debemos ir limitando: cómo evitar esa discrecionalidad. 


SEÑOR PURTSCHER.- La diversidad de temas que se abre es múltiple. Estoy tentado de hablar de la 
reforma del Estado, del Presupuesto, de las políticas públicas, de la eficiencia y la eficacia en la gestión 
de los recursos, ya que son temas intensamente ligados a este como a todos los demás. 


Es notoria la ausencia, inclusive en la propia integración del Comité, de recursos económicos tal cual lo 
prescribe el decreto de creación. Este Comité debería tener recursos propios adjudicados presupuestalmente y 
contar con la integración de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, que desde hace muchos años no lo 
hace ni realiza su aporte tanto en los temas de planificación como de financiación de los planes. Por decreto, 
el Comité también debería contar con la integración de distintas instituciones que han tenido una historia 
diversa en cuanto a su compromiso y participación; ese es un tema que debemos promover y tratar de 
fortalecer. En la medida en que el Comité esté integrado por esta interinstitucionalidad y esta expresión de 
presencia de la sociedad civil organizada y de las instituciones de financiación o de cooperación 
internacional, sin duda, nuestra práctica se verá fortalecida. Esto no implica negar los avances que hemos 
realizado. Creo que uno de ellos, tal vez el más trabajoso y el menos visible, es el de la capacitación de 
operadores. En este sentido, la convocatoria fue muy diversa. Llamamos capacitación a haber participado al 
menos de una instancia de sensibilización y conocer los elementos que tienen que ver con la legislación y con 
las prácticas. Las personas que pasan por estas instancias no son expertos ni mucho menos, pero se ha 
mejorado la mirada. Se trata de operadores de diversas áreas: de ONG, de la Policía, de la Policía 
Comunitaria, de Salud Pública, del INAU, de las Intendencias. 


Ahora, estamos desarrollando una campaña que se denomina "Deje de colaborar" en la cual los Gobiernos 
Departamentales son muy importantes y nos estamos apoyando en la Oficina de la Mujer y la Familia, que es 
un aliado natural. Estas comisiones sobre la mujer son nuestros pies en los territorios. Parecería que este es 
un tema de las mujeres cuando, en realidad, es un asunto de los hombres, de una determinada concepción de 
la masculinidad. Pero este es el camino y esas son las alianzas que hemos logrado en los territorios. 


Complementando algún aspecto en el cambio de ley, la existencia de una red que determinaría el pasaje a la 
competencia de los Juzgados especializados en crimen organizado no es lo que aparece primero. 
Generalmente, es lo último que aparece y viene después de la investigación. Si no tenemos las herramientas 
para la investigación, difícilmente pueda llegar a la identificación de la red. Esto es como una paradoja. 
Inclusive, muchas veces el delito que llega al Juzgado no es el de explotación. Puede ser la comisión de algún 
delito contra la propiedad por parte de la víctima o llegar con alguna paliza o en un estado de indefensión tal 


que interviene la Justicia porque está en la calle. Luego empieza a develarse la situación de explotación y, por 
lo tanto, todas las conexiones que están detrás. 


Esto nos remite a la situación de indefensión en la que muchas veces un adolescente llega a un Juzgado a 
declarar como testigo, no solo sin el apoyo legal imprescindible sino con miedo. Imagínense a una 
adolescente de trece, catorce o quince años, en que su vida ha sido un continuo de violencia -abandonada, 
golpeada, abusada, prostituida, explotada; y en el caso de esta adolescente de Cerro Largo, víctima de trata; el 
traslado de un departamento a otro con esos fines es un delito de trata-, ¿qué libertad puede tener para 
presentarse a un Juzgado y declarar libremente sabiendo que tiene que volver a su situación original, al 
mismo lugar adonde vive, a la misma comunidad, a convivir con la misma gente que la ha estado explotando 
durante toda su vida? El miedo juega tanto para las comunidades como para los niños que han estado en esa 
situación de explotación. Esa desubjetivación a la cual son sometidas por el proceso de explotación, que las 
convierte en una cosa, en una mercancía, que en este caso puede ser trasladada de un departamento a otro 
como si fuera una bicicleta, una encomienda, genera obviamente impacto sobre su vida, su persona, su 
psiquis, su cuerpo, que difícilmente le permitan declarar libremente en un Juzgado. El sociólogo Pierre 
Bourdie decía: En el mismo momento en que identificamos a una víctima como cómplice de su situación de 
explotación, debemos decir inmediatamente que esta es una expresión de la dominación encarnada. Además, 
esta situación de indefensión difícilmente permita declarar con libertad como sujeto, porque viene de una 
situación de ser un objeto. 


Entonces, luego de la etapa policial y judicial, esta objetivación de este sujeto necesita alternativas para 
reconstituir y recuperar sus derechos. Cuando una persona accede al sistema de justicia, lo ideal sería que no 
fuera un mero trámite; no es ir a hacer un trámite a una oficina del Poder Judicial. El sistema de justicia debe 
basarse en que la persona ingresa al organismo judicial para que sus derechos sean garantizados. Si los 
derechos que terminan siendo garantizados son los del perpetrador del delito -trascendiendo este caso-, 
estamos generando un descreimiento sobre la Justicia, sobre las instituciones. Si las instituciones que tienen 
que proteger, no lo hacen o protegen mal, se genera un descreimiento que tiene consecuencias para la 
democracia. Esto es muy complejo. Nosotros somos respetuosos de los fallos, pero el decreto de creación del 
Comité nos da permiso para salir a protestar si entendemos que se está violando algún derecho. Nosotros no 
convocamos a la marcha, porque no corresponde; lo hicieron las organizaciones sociales, a su iniciativa y con 
una muy buena convocatoria. Pero el recibimiento que tuvimos fueron vallas y policías. Nosotros no somos 
vándalos. Hay que rever eso. Lo ocurrido también ayuda al descrédito. Yo sé que hay normativas vinculadas 
con las manifestaciones. Yo soy hincha de Peñarol, pero nunca rompí nada en mi vida vinculado a un fracaso 
deportivo, ¡y vaya si los hemos tenido! Se trata de organizaciones sociales yendo a pedir que se analicen 
derechos. Las vallas y la Policía no son una respuesta. 


En estas posibilidades, abrazamos cualquier conversación que ustedes puedan tener con el Poder Judicial. Es 
difícil relacionarse con el Poder Judicial. En algún momento, considero -esto es personal y deslindo de toda 
responsabilidad a los miembros del Comité- que este Poder se colocó entre Dios y los hombres; eso tiene 
muy poco que ver con la República. El Poder Judicial deberá necesariamente volver a vincularse con la 
sociedad. Esto que parece muy general tiene consecuencias prácticas en esta situación. Tiene que volver a 
vincularse con la sociedad. Si en el ámbito del Derecho y frente a un caso como el de Moya, le pido la 
opinión a Cairoli, me va a dar una respuesta como asesor desde el ámbito abstracto del Derecho más puro. 
Pero la Justicia no debe ser solamente una discusión entre juristas y teorías del Derecho. Pidan asesoramiento 
a Cairoli, a Cristina Prego, a la gente de Gurises Unidos, a la que está con la pata en el suelo trabajando las 
situaciones para que esa opinión también sea parte del proceso y objeto de consulta. Me parece que son 
elementos que pueden mejorar estas prácticas. 


Nuestro querido Paysandú -por eso el tema de los modelos, cambios y desarrollo y cómo impacta en la 
economía- se convirtió de en una ciudad industrial en una sociedad de supervivencia durante muchos años - 
frontera líquida, pero frontera al fin-, conviviendo con un tránsito de transporte y de mercaderías en 
situaciones muy complejas. Los camioneros no son los únicos, pero son parte del problema. Parecería ser que 
en Nueva Palmira el problema son los marineros coreanos, en Paysandú los camioneros. Es verdad que son 
parte del problema, pero se hace para señalar al otro y no responsabilizarse de la perpetración del delito por 
parte de los locales. 


Nano Folle registró la explotación filmando durante quince minutos sentado en una camioneta cuatro, cinco, 
siete autos que paraban para consultar el precio de una botija que, a todas luces, era menor de edad. ¿La 


Policía no ve eso? La mirada no está orientada a detener ni a prevenir este tipo de delitos. Durante mucho 
tiempo se ha priorizado los delitos contra la propiedad por sobre los que afectan los derechos. 


Con respecto al cambio de Jefe de Policía, el Ministro dijo que el que iban a nombrar tiene experiencia en 
trata de personas, en tráfico. Esto es una señal positiva, es decir que vamos a empezar a mirar este otro tipo 
de delitos. Pero durante mucho tiempo la mirada no estaba orientada hacia los delitos de violación de 
derechos. Entonces, toda línea vinculada al marco de la alarma social, todo vínculo que pueda tenerse con el 
Poder Judicial para nosotros es imprescindible. Nuestro ámbito de competencia puede limitarse a 
declaraciones fuertes, porque creemos que la realidad es fuerte, entonces las declaraciones tienen que ser 
fuertes. Además de apoyos esperables, como los de las organizaciones de mujeres o de la sociedad civil, y la 
del Instituto Nacional de Derechos Humanos -que se sumó al abordaje y puesta en atención de este fallo; 
nunca mejor dicho-, que dio marco a una indignación que está, hemos logrado otras adhesiones. En muy 
pocos casos -creo que solo en el de la casita del parque- encontré la adhesión por parte de los medios y de los 
comunicadores que estaban indignados, consternados y rabiosos, dijera don Mario Benedetti. Porque la 
sensación era esa. Si bien en estos temas hay que tener la cabeza muy fría, no tenemos que perder la 
temperatura del corazón para poder seguir indignándonos frente a esta realidad. 


Sería bueno que ustedes pudieran generar ese puente con el Poder Judicial. Para nosotros, en este momento, 
es un camino vedado, porque la Suprema Corte de Justicia tiene plazos más amplios que todos los otros 
organismos para expedirse, demasiado amplios. En algunos casos se ha demorado ocho meses para contestar 
un recurso de casación cuando, en teoría, un trámite de la Administración Pública no puede demorar más de 
veinte días. Eso es peligroso en el sentido de que el tema pierda calor y no queremos que se especule con los 
tiempos para que pase eso, porque es un asunto de frontera. Es paradigmático, y así como lo fue el hecho de 
que un político de primer nivel de una Intendencia terminara procesado y con prisión -fue, en su momento, 
un caso de frontera-, este también lo es por el antecedente que genera. Si bien en nuestra legislación la 
jurisprudencia tiene un valor meramente consultivo, sabemos que comienza a fallar la misma línea, por lo 
menos mientras dura el Tribunal. Por eso es preocupante, por lo que puede pasar con los casos futuros, con 
los que están ahora pero, sobre todo, por lo que pasa en el imaginario social. ¿Quién se va a animar a 
denunciar, a proteger a un adolescente que está siendo explotado si las consecuencias son estas? Nadie. Ha 
costado mucho poner en manos de las comunidades la posibilidad de denunciar. El 0800 5050, la "Línea 
Azul" del Inau, tiene muchísimas denuncias de estas, pero se realizaron muchas personalmente por parte de 
ciudadanos que asumen la responsabilidad. De acuerdo con el lenguaje vulgar, en el Uruguay el ortiba está 
mal visto, pero acá se trata de proteger los derechos de los niños. Entonces, acá no hay ortiba, no hay 
denunciante. La persona que va a denunciar es alguien que está ejerciendo su deber ciudadano de ir a 
proteger a alguien que está en una situación de indefensión, a alguien que está siendo explotado. Moya se 
paseó por todo Punta del Este con su trofeo. La denuncia vino de otro lado. 


Es tal la carga, la mochila conceptual que la masculinidad dominante tiene en nosotros que frente a aspectos 
vinculados a derechos más generales tenemos actitudes progresistas, pero llegados estos casos actuamos 
como gorilas, como machos. El cambio de la concepción de la masculinidad es un proceso que, quizás, nos 
llevará muchas generaciones, más aún en una sociedad en que la prostitución es legal. Ese es un problema 
que está ligado a este, porque es tal el nivel de naturalización que, si es puta la abuela, puta la madre, cuando 
la nena cumpla dieciocho años será una trabajadora sexual, como si fuera un destino inevitable, mecánico. 
No queremos resignarnos a esa concepción. 


Como dice permanentemente mi amiga Cristina Prego, si nosotros no queremos ese destino para los seres que 
queremos, para la gente cercana ¿por qué lo aceptamos naturalmente para el resto? Es un golpe bajo. Ella en 
los talleres dice: piensen en alguien que ustedes quieran mucho, una niña, una sobrina, sus hijos, una vecina. 
¿Quieren que esa persona sea una trabajadora sexual? El ciento por ciento dice que no. Entonces, ¿por qué lo 
aceptamos? ¿Para los pobres está bien, para los que provienen de estos continuos de violencia está bien, pero 
para los que tenemos cerca, no? Son cuestiones que tienen que ver también con las legislaciones que, de 
alguna forma, reglamentan la prostitución como un espacio legal, lo que será necesariamente objeto de 
discusión, reconociendo la mejora que para las trabajadoras sexuales significó la aprobación de todos las 
leyes que se vienen desarrollando desde hace más o menos una década, relativas a sus condiciones de trabajo, 
de salud. Pero es un tema que está colindante a este, porque los espacios de prostitución legal adulta conviven 
con los espacios de explotación, y ninguna trabajadora sexual va a decir que empezó después de los 18 años. 
En el 99% de los casos son producto de estos circuitos de violencia extendidos durante toda una vida que 


culminan como si el tema de la explotación fuera solamente cronológico. Acá son circuitos de violencia que 
se extienden. 


Este no es el principal problema, no es un tema urgente, pero en algún momento eso habrá que ponerlo en 
debate porque, si no, aparece como una solución mecánica para la situación de vida de una gran parte de 
nuestra población, generalmente femenina, pobre o muy pobre. Sin embargo, también tenemos casos de 
varones y adolescentes que están siendo explotados y generalmente tienen muy pocas posibilidades de salir 
del circuito, aunque parecería que los varones tienen otras chances porque, inclusive, en la explotación 
también hay cuestiones de género. Por ejemplo, existe una forma desigual de pago: una nena cobra $ 20 y un 
adolescente varón puede sacar un plasma, un par de championes, un vaquero. 


En cuanto a la ley integral, no somos muy ambiciosos ni tampoco pensamos que tenga que haber una ley 
integral para cada tema del mundo. Creemos que en una ley integral sobre violencia y violencia de género, 
tendría que haber capítulos sobre algún tema que enmarcaran a los otros, que desarrollaran y unificaran de 
una vez, rompiendo estas brechas o espacios de discrecionalidad y atacando a este tema en particular, porque 
en la medida en que no hay especificidad, sale de la agenda. 


En estos próximos días vamos a publicar el modelo de atención que se generó con financiación de la 
cooperación internacional, donde hay un capítulo específico -en el cual participó Milka Da Cunha, en un 
equipo que coordinó Cristina Prego- referido no solo a la identificación de la legislación internacional con 
respecto al tema, a los convenios que tenemos firmados a nivel internacional y a nuestra actual legislación, 
sino que, además, identifican estas brechas. Pienso que puede ser un material de mucha utilidad para las 
legisladoras y los legisladores y, con todo gusto, se los podemos hacer llegar, inclusive antes de la 
publicación. 


Nos interesa mantener este vinculo con la Comisión. 


La investigación de Montevideo oeste también va a ser publicada. Estamos en proceso de devolución a los 
actores a efectos de recibir insumos y de que ellos interpelen nuestra sistematización y nuestras conclusiones. 
Tal vez, podemos organizar la presentación conjunta en una Sala del Parlamento, como lo hemos hecho en 
otras oportunidades, lo que da otra relevancia al trabajo. Quizás, uno de los integrantes de la Comisión pueda 
ser uno de los comentaristas del trabajo y participar junto a nosotros de esta socialización del conocimiento 
de las percepciones que tiene la gente que está viviendo en un territorio muy complejo, objeto de múltiples 
cambios, y donde las situaciones de explotación relatadas -como decía al principio- abarcan prácticamente 
todas las modalidades posibles, inclusive evidenciando algunos vacíos legales que ustedes manifestaban 
como un área de interés. 


SEÑORA PREGO.- El documento sobre revisión normativa, que hizo Milka Da Cunha junto con 
Alicia Deus, tiene varios puntos y la publicación es una extracción, es decir son solamente algunas 
páginas pero, si les parece, podemos compartir todo el documento, que incorpora normativa regional, 
básicamente Mercosur y algo de América Central -que es donde están más avanzados en este tema- y 
que, de alguna manera, compara las normativas de cada país y cuáles son los elementos que toman en 
cuenta. 


Por un lado, con relación al caso Moya, tanto en esta situación como en la Paysandú, se nomina como "el 
caso del explotador" -hablamos del caso Moya y del caso de la casita-, y creo que tiene que ver con la 
relevancia, con lo público del explotador porque, en general, se conocen las situaciones a partir de la víctima. 
En Artigas ocurrió que no aparecía el nombre, porque "teóricamente" no lo podemos poner, pero se identificó 
a la persona claramente ya que se hablaba de adolescente que había sido la ganadora del certamen de belleza; 
obviamente que solo faltaba el nombre. 


Ocurrió lo mismo en algunas situaciones que se dieron en Colonia y en Durazno, y siempre es la víctima la 
que identifica el caso. 


Varias de las organizaciones compartimos esta misma sensación de indignación frente a la impunidad. 
Aparece la vida anterior de esta adolescente como, por ejemplo, que era madre y eso, obviamente, 
identificaba su vida sexual. También aparece en la sentencia que era hábil declarante y que había tenido un 
vínculo sexual con esta persona adulta. Esa persona es un adulto mayor -parece que esto queda más claro 


para evidenciar la diferencia de edad-, es una persona que tiene formación académica, que hace muchos años 
que tiene a su mando un lugar reconocido en un espacio muy reconocido de nuestro país, y que también 
estuvo vinculado con lo religioso, porque fue sacerdote. Hay una cantidad de cosas vinculadas a su historia, 
pero su historia no aparece, y está bien; no estamos diciendo que deba aparecer, pero la de la adolescente sí 
aparece. Entonces, eso que desde la normativa internacional no es posible que aparezca en una sentencia -en 
esto que planteaba Milka sobre la mirada hacia el adolescente-, aparece en esta sentencia. Eso no puede ser, 
más allá de que podamos discutir como lo hace la defensa. La defensa sostiene el procedimiento, qué paso; a 
este señor lo engañó una adolescente de 15 años porque le dijo que tenía 18. Ese es el argumento que lo 
indujo al error; es lo que se dice desde lo legal. Ese es el único argumento; no hay otro. Esto nos indigna; nos 
parece que no puede ser sostenido y que debe ser discutido socialmente, porque esto sostiene la impunidad de 
que las personas con posibilidad -con mucho dinero o no tanto- le sigan pagando a niños y niñas en esta 
situación. Por lo tanto, como organizaciones sociales lo que planteamos es nuestra indignación. Por eso 
solicitamos a la ciudadanía que se expresara y porque, además, como organizaciones sociales, no solo 
tenemos el derecho sino la responsabilidad de expresar nuestra opinión cuando consideramos que algo viola 
los derechos humanos. En ese sentido, también nos preocupó la manifestación de la Suprema Corte de 
Justicia de que se sentía presionada por manifestación de la ciudadanía. Para nosotros, además de las vallas, 
la primera preocupación tiene que ver con esto. 


El diálogo con el Poder Judicial en general es muy difícil. En casos puntuales lo podemos hacer; de lo 
contrario, es muy difícil. Cuando hablamos de política y de justicia, el Poder Judicial levanta los techos. No 
concibe la posibilidad de construir una política de justicia; en esta separación entre el Poder Judicial y el resto 
de la ciudadanía no concibe la posibilidad de una construcción colectiva de una política que defina la justicia. 


Tenemos una reunión con la Suprema Corte de Justicia el día 17 de julio. Más de treinta organizaciones 
individuales y otras de segundo grado -si sumamos todas, son más de doscientas- planteamos esa necesidad 
de diálogo. Aclaramos que esta solicitud no era solamente por este caso concreto, sino por lo que nosotros 
estamos viendo desde el acompañamiento de las víctimas. Hay ciertos procesos de revictimización que se 
dan, especialmente con niños, niñas y adolescentes en situación de explotación sexual. La mirada, que 
muchas veces se trasluce en las sentencias, en los planteamientos y en cómo se le pregunta a una víctima, a 
veces no es la adecuada. Hemos estado en situaciones en las que un Juez le pregunta a un adolescente para 
qué fue. Si eso no es revictimizante... 


En un espacio abierto de capacitación organizado por el INAUÚ, un Juez del interior del país me preguntó: "Si 
esta persona tuvo una relación sexual con esta adolescente, pero ella ya había tenido otras relaciones sexuales 
y le habían pagado, ¿por qué voy a juzgar al último?". Esa es la concepción que está en muchos Jueces, ¡y lo 
dicen en un espacio público de cuarenta personas! ¿Qué le digo a este señor? "Si robaron cinco veces un 
quiosco, ¿usted no procesa a los cinco, o al último no lo procesa porque ya le habían robado?". Estas miradas 
están instaladas en muchos Jueces que reciben a las adolescentes. 


Esto es lo que queremos cuestionar. Queremos decirle a la Suprema Corte de Justicia: "Esto está pasando". 
Es responsabilidad de la Suprema Corte de Justicia generar las condiciones para que esto no pase más. En la 
instancia del 17 de julio conversaremos sobre estos temas y veremos cómo podemos seguir un camino en el 
que no sigan ocurriendo estas cosas. 


Otro tema que quiero plantear tiene que ver con el lugar de las familias. Las familias en situación de 
explotación tienen diversos lugares. Hay familias que son parte de las redes y deben ser sometidas a la 
Justicia como cualquiera; hay otras que saben, pero no miran o hacen que no ven, o no pueden comprender lo 
que pasa; hay otras que realmente no saben lo que está pasando, y hay otras que, por su contexto de 
vulnerabilidad histórica, no pueden comprender que eso sea un problema -más allá de que lo habiliten- 
porque no reconocen el daño que le producen a sus hijos y pueden recaudar dinero. En esta situación hay una 
diversidad enorme. Hay que ver cómo abordamos el problema en cada familia y qué tipo de 
acompañamiento, procesamiento o enjuiciamiento le corresponde. 


Siempre resaltamos que cualquier problema de derechos humanos tiene que ser visto desde la integralidad y 
abordarlo desde la vulneración de todos los derechos. Si una familia requiere de un ingreso de $ 200 -a veces 
es mucho más- para sobrevivir, hay una vulneración de derechos que está instalada y es previa a la 
explotación. Que estas familias lo habiliten, no lo miren o lo comprendan, pasa; mi familia no lo haría nunca 
porque mi concepción de la explotación y de la violencia sexual no tiene que ver con la de esa familia. No 


digo esto para justificar, sino para comprender. Desde la intervención, que es desde donde puedo aportar, 
miremos cómo abordamos cada situación familiar y cómo podemos apoyar desde lo social, lo penal y desde 
la Justicia, cuando se requiera. Tengamos cuidado al penalizar a las familias; el primer responsable es el que 
paga y el que se enriquece. 


Cuando hablamos de explotación sexual, hablamos de la industria del sexo. Esto es sexo pago y una cantidad 
de otras cosas que sostienen la práctica y que habilitan que el sexo dé dinero. Hablamos de la pornografía, de 
revistas vinculadas con el sexo, de programas de televisión que utilizan el cuerpo de una mujer como 
incentivo para la venta, de la industria de la lencería y de los preservativos. La industria del sexo es mucho 
más que el sexo pagado. Cada práctica sostiene que después alguien considere que es legítimo o válido pagar 
a un niño, niña o adolescente por un acto sexual. 


Este tema es sumamente complejo y tiene muchísimas aristas. Debemos abordar la producción del problema; 
busquemos desde lo legislativo qué elementos hay para abordar la producción. ¿Por qué se produce? ¿Por 
qué está instalado? ¿Por qué alguien considera que puede pagar por sexo -en nuestro país debería darse esta 
discusión- con un niño o una niña? ¿Qué busca una persona de setenta y cinco años en un encuentro sexual 
con una de quince? Recién se hablaba del premio: "Encontrarme en la comunidad paseando, comprando 
cosas y almorzando con una gurisa de quince años". A veces preguntamos a nuestros compañeros varones 
qué implica para un varón ir a una whiskería o un quilombo. Hay jóvenes que dicen: "Yo me toma una y 
después me voy; no tengo sexo". ¿Por qué es necesario eso? ¿Por qué ese espacio que tiene que ver con la 
venta del sexo, hoy, en nuestra comunidad, se transforma en un encuentro de varones? ¿Qué está instalado 
ahí? Eso también lo tenemos que investigar. Debemos pensar en esas producciones y prácticas sociales que 
sostienen la industria del sexo. Hay gente que gana mucho con esto; eso no lo podemos perder de vista. A 
nivel de trata de personas es de los negocios ilegales que generan más dinero en el mundo. 


La demanda es de personas concretas y la produce la industria porque tiene que ganar. Esta cantidad de cosas 
complejizan mucho la situación y la hacen de muy difícil intervención. 


En uno de nuestros proyectos, denominado "Deje de Colaborar", tratamos de abordar fuertemente la 
hipocresía o la doble moral. Una de nuestras compañeras forma parte de este proyecto y, además, es 
trabajadora sexual. Estando con ella no pudimos entrar a restoranes porque es trabajadora sexual. Tiene 
treinta años y es explotada desde los doce. Hay que identificar claramente cuáles son los daños que produce 
la violencia sexual en una persona; cuáles son los daños que produce el trabajo sexual. Hace seis años, esta 
compañera intentó ingresar al liceo y los padres de sus compañeros y algunos compañeros más grandes 
juntaron firmas para que no fuera parte de esa clase. Esos son los efectos y los daños de la violencia sexual y 
del trabajo sexual, que todos sostenemos y legitimamos, ya que nuestro país tiene una ley que así lo 
establece. 


Lo que nos dice esta compañera es que al mediodía no pueden entrar a esos restoranes, pero en la noche sí 
porque va con su compañero sexual o, mejor dicho, con su cliente. Por lo tanto, podemos ver que está 
fuertemente instalada la hipocresía y la doble moral, y si no cuestionamos y discutimos estas cosas desde la 
cultura será muy difícil que este tipo de prácticas se transformen; después de la jornada que se llevará a cabo 
el 17 de julio, veremos qué pasa. 


SEÑORA LAURNAGA.- Iba a realizar una consulta sobre la declaración de Conapees, en la que se 
dice que en la sentencia del caso a que se hizo referencia se discriminó y estigmatizó a la víctima, pero 
como la Directora de "El Paso" ya realizó la aclaración correspondiente, no la voy a hacer. 


Por otro lado, ustedes hicieron referencia a la Sentencia N* 156, redactada por el Juez Balcaldi, del Tribunal 
de Apelaciones de Segunda Instancia, que revoca la sentencia del Juez Gandini. Dicha sentencia -la 
Secretaría de la Comisión va a tratar de acceder a ella rápidamente- fue escrita por el Juez Balcaldi, que es 
uno de los dos Jueces que votaron a favor. Entonces, quisiera preguntar a la abogada si ustedes tuvieron 
acceso al fundamento del tercer miembro del Tribunal, ya que me parece que es un dato importante. 


SEÑOR PURTSCHER.- Eso está en el cuerpo de la sentencia. 


SEÑORA LAURNAGA.- Podemos hacer un seminario de dos días sobre explotación sexual, comercial 
o no comercial, pero eso no cambia el hecho de que en la sentencia -ustedes así lo consideran y lo 


dijeron aquí- se haya incurrido en una estigmatización, que es grave. Además, también hubo 
estigmatización fuera de la sentencia, por parte de un periodista. Recuerdo -lo quiero decir para que 
quede constancia en la versión taquigráfica- una expresión del señor Ignacio Álvarez, realizada en 
Radio Sarandí, que decía algo así: "Hace lo que todos queremos hacer; y la culpa es de las chicas 
porque con quince años parecen unas minas". En realidad, no recuerdo muy bien el término que 
utilizó; no sé si fue "minas" o "gatas", pero eso provocó una discusión pública, liderada por un 
importante generador de opinión, defendiendo la situación y manifestando que la culpa se deposita en 
la erotización de una chica de quince años. No quiero reabrir el debate porque la explicación de la 
licenciada Prego sobre cómo se construye y se naturaliza la erotización social fue absolutamente 
exhaustiva. Esta Comisión debe saber que hay comunicadores que tienen responsabilidad pública que 
han hecho referencia a un acto que es un delito y, de alguna manera, han hecho apología de esa 
situación. 


SEÑORA PREGO.- La semana pasada hicimos un seminario con la Fiscalía y abrimos un poco la 
puerta al diálogo. En esa ocasión, una de las expositoras fue la Fiscal Flores, que fue Fiscal de primera 
instancia en este caso. Considerando que la Comisión está citando a determinadas personas para 
discutir sobre el tema, creo que sería bueno que escuchara a la Fiscal Flores, que me aclaró muchas 
cosas sobre lo que veía mal en la sentencia de segunda instancia. La Fiscal Flores no está más en el 
caso, por lo que no tiene dificultades para referirse a la situación; eso fue lo que nos transmitió. 
Además, nos dio la posibilidad de trasladar sus manifestaciones a otros espacios. 


Por supuesto, no sucede lo mismo con el Fiscal General, que también concurrió al seminario, pero se excusó 
por no poder hablar de la situación ya que, seguramente, en breve se tendrá que expedir. 


SEÑOR PURTSCHER.- En la sentencia hay un párrafo en el que la pluma del Juez Balcaldi deposita 
una serie de adjetivos de carácter negativo sobre la adolescente víctima de explotación. En ese párrafo 
el Juez dice que la adolescente es una hábil declarante -está diciendo que es una vivilla-, que provoca a 
engaño -o0 sea, que es una mentirosa- y que consume drogas, es decir, que es drogadicta. Eso lo dice en 
un solo párrafo. 


SEÑORA LAURNGAGA.- Además, dice que ya tuvo un hijo. 


SEÑOR PURTSCHER.- Con esa objetividad es muy difícil que haya justicia. Si coloco esas 
características negativas en un sujeto, lo estoy convirtiendo en una mala persona porque no estoy 
depositando esa carga negativa sobre el victimario, sino sobre la persona más frágil de la relación. 


En cuanto a la comunicación en general -para no hacer referencia a ese comunicador en particular, que 
pronuncia expresiones de ese tipo en forma permanente- puedo decir que hay un problema en el que se viene 
trabajando desde Voz y Vos y otras organizaciones de la sociedad civil, como El Abrojo, que 
permanentemente están haciendo talleres con periodistas y comunicadores. En esas ocasiones nos 
encontramos con que el periodista puede estar muy sensibilizado con el tema, utilizar una terminología 
adecuada y tener una buena conceptualización del problema, pero luego, el editor o el productor termina 
cambiando el título o el contenido de la nota que escribió. Por lo tanto, tenemos que mirar la comunicación 
de una manera más general y no solo apuntar a lo más visible, que es quien firma la nota. Digo esto porque a 
veces tenemos la tendencia de matar al mensajero y no vemos todo lo que hay detrás de un artículo publicado 
en un diario. 


El señor Diputado Espinosa realizó una pregunta -no la contesté en ese momento- sobre la situación de las 
adolescentes que fueron explotadas y estaban bajo la custodia del INAU. En los hogares de amparo de INAU 
no se vive bajo privación de libertad; por lo tanto, el régimen de atención que se imparte es abierto. Los 
adolescentes que viven en esos hogares van al liceo, hacen deportes y realizan las mismas actividades que los 
jóvenes que no están privados de libertad. Por lo tanto, las posibilidades de que sean explotados son las 
mismas que tiene cualquier adolescente, inclusive que esté bajo la custodia de sus padres o de una familia. 


Además, no son más los casos de los niños y adolescentes institucionalizados, ya que estos hechos ocurren en 
la sociedad; también se dan en el INAU, y con eso no estoy justificando la omisión que pudo haber cometido 
algún funcionario. Simplemente, quiero decir que si un adolescente está en un hogar del INAU es porque 


hubo una sentencia judicial o porque la institución actuó de oficio al identificar una situación de 
desprotección. Además, si un niño o un adolescente está en el INAU es porque algunos de sus derechos 
fueron vulnerados, y por esa razón son más frágiles y permeables a formas de explotación, que muchas veces 
no empiezan siendo forzadas ni mucho menos, ya que en ocasiones el explotador se presenta como el novio o 
es alguien a quien ellos tienen como referencia y que falsamente les brinda afecto, precisamente por su 
condición de fragilidad. 


Las investigaciones que se realizaron sobre el tema en el mundo -recuerdo alguna que se hizo en Inglaterra- 
indican que los hogares de amparo que tienen chicas adolescentes al cuidado del Estado son rápidamente 
identificados por los explotadores como espacios para captar una víctima. 


Por último, quiero referirme al consentimiento. Ya los aspectos jurídicos fueron detallados con claridad. 
Consentimiento es aceptar, sentir con el otro, y nada más lejos de eso que una relación dominante 
intermediada por el dinero. Es decir que no hay sentimiento en el sentido jurídico ni etimológico de la 
palabra; no es posible el consentimiento en ese caso. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia de Conapees, que no será la última. 


La Comisión empieza una ronda de contactos con actores que puedan estar involucrados, que no se agota con 
esta Comisión y el Conapees. En ese sentido, la Comisión convocará a la Suprema Corte de Justicia y a otros 
actores que nos puedan dar una mano en ese intercambio, que consideramos más que pertinente, necesario e 
inmediato. 


Por lo tanto, agradecemos sus aportes. 
SEÑOR PURTSCHER.- Los agradecimos somos nosotros. 
(Se retiran de Sala los integrantes de Conapees) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Propongo que la próxima sesión se traslade para el día 17, cuando 
recibiremos al Ministerio de Defensa Nacional. En caso de que dicho Ministerio, por alguna razón -de 
las que ya estamos acostumbrados- no viniera, propongo que Secretaría nos consulte para que se 
puedan hacer las gestiones pertinentes a fin de que podamos reunirnos con algún actor involucrado 
con este tema. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar esta propuesta. 


(Se vota) 


Cinco por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


